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INFORME No. 69/13

DECISIÓN DE ARCHIVO

CASO 12.102

RAYMUNDO GUERRERO MARRERO

CUBA

16 de julio de 2013

 
 
PRESUNTA VÍCTIMA:
Raymundo Guerrero Marrero

 
PETICIONARIO:



Raymundo Guerrero Marrero

 
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos IV, XII, XIV, XXIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre

 
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
3 de febrero de 1999  

 
 
I. POSICIÓN DEL PETICIONARIO

 
1. El 8 de enero de 1999, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una denuncia presentada por Raymundo Guerrero Marrero por la presunta violación por parte del Estado de Cuba de sus derechos a la libertad de investigación, opinión, expresión y difusión; a la educación; al trabajo y a una justa retribución; a la propiedad; a la protección contra la detención arbitraria y a un proceso regular, todos derechos consagrados en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre.

2. En su denuncia, indicó que en la madrugada del 24 de enero de 1989 se introdujo en su vivienda un agente del Estado que lo habría agredido violentamente. La situación habría motivado que agentes policiales condujeran a la presunta víctima a la Unidad Policial de Zapata. Informó que fue posteriormente juzgado por un Tribunal Militar por el delito de lesiones y que desde el 24 de enero de 1989 hasta la fecha del juicio, fue alojado en diferentes recintos en La Habana. Agregó que unos meses después de ser liberado, recibió una comunicación del Tribunal Provincial de La Habana en la que le informaban que el título de propiedad de su casa había sido anulado y se había emitido uno nuevo en el cual no aparecía como propietario.

3. Asimismo, el peticionario alegó que en el año 1991 firmó, junto con un grupo de intelectuales, una declaración para ser presentada ante la Asamblea Nacional del Poder Popular y, como consecuencia, fue expulsado de sus dos trabajos, difamado en la prensa y sancionado con la imposibilidad de ejercer la profesión de periodista. 

II. POSICIÓN DEL ESTADO
4. El  Estado de Cuba no presentó información. 
III. TRÁMITE ANTE LA CIDH
 
5. La petición fue recibida el 8 de enero de 1999. El 3 de febrero de 1999, la CIDH transmitió las partes pertinentes al Estado, de conformidad con el artículo 34 del entonces vigente Reglamento, y le solicitó que en el plazo de 90 días proporcionara la información que considerara oportuna. El Estado no contestó.
6. El 8 de marzo de 1999, el peticionario envió una comunicación en la que hizo referencia a la promulgación de la “Ley de protección de la independencia nacional y la economía cubana” que contemplaba como ilícita cualquier forma de colaboración directa o indirecta con el gobierno de Estados Unidos, por lo que solicitó que las comunicaciones de la CIDH se enviaran a sus familiares en Estados Unidos, por cuanto su correspondencia era abierta e inspeccionada por las autoridades cubanas. El 29 de abril de 1999, la CIDH tomó nota de la información suministrada y la incorporó al expediente. 

7. El  11 de agosto de 2000, la CIDH reiteró la solicitud de información al Estado y le indicó que de no recibirse información dentro de un plazo de 30 días, la CIDH consideraría la posible aplicación del artículo 42 del Reglamento entonces vigente.

8. La Comisión no recibió información de las partes con posterioridad a 1999. El 30 de junio de 2010 se remitió una nota al peticionario solicitándole información actualizada para determinar si subsistían los motivos de la denuncia. En la misma nota se informó al peticionario que de no recibirse la información solicitada en el plazo de un mes, la CIDH podría archivar el expediente del caso 12.102.

IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

9. El artículo 48.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 42 del Reglamento de la CIDH establecen que, en cualquier momento del procedimiento, la Comisión deberá verificar si los fundamentos para la petición aún existen o subsisten y si considera que no, ordenará el archivo del caso. De igual modo, el artículo 42.1.b de su Reglamento establece que la CIDH podrá decidir archivar un caso cuando no se dispone la información necesaria para tomar una decisión.

10. Con posterioridad a la información presentada en 1999, el peticionario no hizo otras alegaciones ni presentó nueva información. Asimismo, no respondió a la solicitud de información adicional de la CIDH realizada el 30 de junio de 2010, en la que además se les informó sobre la posibilidad de archivo del expediente. 

11. La Comisión no cuenta con los elementos necesarios para determinar si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original. En consecuencia, de conformidad con el artículo 42.1.b de su Reglamento, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Rosa María Oritiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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